UNIDAD X

Huelga y servicios esenciales 
Definición y jurisprudencia de la OIT. 

I- La Comisión de Expertos en aplicación de convenios y recomendaciones y el Comité de Libertad Sindical de la OIT (Ginebra 1985 Casos N° 394-395; Libertad Sindical, Ginebra 1983, N° 214; Casos 1438 y 1576) definen a los servicios .esenciales como: aquel cuya interrupción podría poner en peligro la vida la seguridad o la salud de la persona en toda o en parte de la población.
II- De acuerdo a ésta definición y los casos resueltos por la OIT impropiamente llamados "jurisprudencia de la OIT" que llamamos histórica se puede trazar el siguiente esquema: 

ESQUEMA

La OIT acepta la restricción de la huelga en los servicios esenciales (caso 214 -Ginebra 1983) pero exige que se brinde a los trabajadores garantías apropiadas tales como "procedimientos de conciliación y arbitraje adecuados, imparciales y rápidos".
Cuando la huelga por su duración o extensión pudiera provocar una situaci6n de crisis nacional se acepta la necesidad de establecer I guardias mínimas de acuerdo con empleadores y trabajadores.
El Comité de Libertad Sindical ha considerado servicios esenciales en sentido estricto al: 

· Sector hospitalario (Recopilación 1985 párrafo 409). 
· Servicios de abastecimiento de agua (Recopilación 1985 párrafo. 410 Casos 1593 y 1601).
· Servicios de electricidad (Recopilación Casos 1307). 

· Telefónicos (casos 1532 y 1686). 
· Control de tráfico aéreo (Recopilación 1985 párrafo 412).
También de la doctrina del Comité de Libertad Sindical se han admitido restricciones al ejercicio del derecho de huelga en aquellos servicios si bien no considerados esenciales en sentido estricto por su extensión y duración del conflicto se afectare un servicio público de importancia trascendental para el país incluyendo en ésta categoría al "Transporte de pasajeros y mercancías" (caso 1679) o que pusieren en peligro las condiciones de existencia de la población (caso 1692).
Casos recientes: 

En el informe Nº 329 del Comité de Libertad Sindical de la OIT año 2002 en el marco de la 285° reunión (noviembre 2002) de la OIT publicado en el sitio Web oficial de la OIT se hizo lugar a dos quejas presentadas por la Federación Latinoamericana de Trabajadores de la Educación y la Cultura contra los gobiernos de Argentina y Nicaragua en el caso 2157: El Comité observa que en el presente caso las organizaciones querellantes objetan las resoluciones Nº 480/01 y 632/01 del Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social que incluyen al sector de la educación dentro de los servicios esenciales regulados por el Decreto del PEN 843/00. El Comité toma nota que el Gobierno informa que la autoridad judicial declaró la inconstitucionalidad de la Res. 480/01 relativa a la calificación como un servicio esencial del sector de la Educación. El comité recuerda que el derecho de huelga puede limitarse o prohibirse: 
1- en la función pública solo en el caso de funcionarios que ejercen funciones de autoridad en nombre del ESTADO.
2- en los servicios esenciales en el sentido estricto del término "es decir aquellos servicios cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona, en toda o parte de la población " (Recopilación de Decisiones y Principios del Comité de Libertad Sindical r 1996 párrafo 526) así como que "no constituyen servicios esenciales en el sentido estricto del término; el sector de la educación" (Recopilación  párrafo 545).
Decreto 2184/90 Críticas y derogación. 

En el Art. 1 de este criticado Decreto 2184/90 (17/10/90) se consagraba una definición análoga a la de la OIT en materia de servicios esenciales agregando la libertad a saber: "A los fines previstos en el presente decreto serán considerados servicios esenciales aquéllos cuya interrupción total o parcial pueda poner en peligro la vida, la salud, la libertad o la seguridad de parte de la población o de las personas, en particular: 

1) los servicios sanitarios y hospitalarios, 
2) el transporte,
3) la producción y distribución de agua potable, energía eléctrica, gas y otros combustibles,
4) los servicios de telecomunicaciones, 
5) la educación primaria, secundaria, terciaria y universitaria, 

6) la administración de justicia a requerimiento de 1a Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
7) En general todos aquellos en los que la extensión, duración u oportunidad de la interrupción del servicio o actividad pudiera poner en peligro la vida, la salud, la libertad o la seguridad de toda la comunidad o de parte de ella lo que así será calificado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
Este último párrafo es de una gran amplitud y ha sido muy criticado por la doctrina por cuanto una interpretación conforme al pragmatismo reinante podría poner en peligro el ejercicio del derecho de huelga al considerar cualquier actividad como servicio esencial, razón por la que el Poder Judicial debería evitar que la Administración del Trabajo avance y califique ligeramente actividades como esenciales.
Lo novedoso de éste Decreto amén de la amplitud de la definición de servicios esenciales es que en su Art.10 otorga a la autoridad de aplicación la facultad de declarar la ilegalidad de las medidas de acción directa que se materialicen y que impliquen la inobservancia de los procedimientos previstos en las Leyes 14786 y 16936 o la falta de acatamiento a decisiones de dicha autoridad.
En tales supuestos las asociaciones sindicales que dispongan, alienten o apoyen medidas de acción directa consideradas ilegales la autoridad de aplicación procederá instrumentar los procedimientos previstos en los incisos 2 y 3 del Art. 56 de la Ley 23551 (suspensión o cancelación de la personería gremial o intervención de la entidad). 

Capón Filas manifiesta que es llamativo que en plena época de desregulación se regule tan fuertemente el conflicto laboral. Se desregulan las relaciones laborales entre empresarios y trabajadores dando curso ala autonomía de las partes y se regula con sanciones penales la conducta de los actores colectivos (sindicatos) en caso de conflicto.- 

Los antecedentes que existían en ésta materia eran la plena soberanía del poder judicial para declarar la legalidad de la huelga, motivo de la' cual se produjo el despido, haya o no declaración administrativa al respecto. El Poder Judicial podía revisar la declaración de ilegalidad administrativa si la resolución pecaba de error grave o irrazonabilidad manifiesta. (Plenario 93 de la CNAT del 29.11.93).- 

El Decreto 8946/62 también confería facultades a la autoridad administrativa derivadas de su poder de policía para dictar ilegalidades de medidas de fuerza pero al ser derogado el decreto ley 16936/661a declaración de ilegalidad quedó sin base normativa general hasta la irrupción de éste Decreto 2184/90, por el que la autoridad devuelve vigencia normativa a la facultad ministerial en los conflictos colectivos de trabajo.- 

Sin embargo el Plenario 93 cayó en desuso ante la sanción de la Ley 20744 de Contrato de trabajo que excluía la posibilidad de que la participación de los trabajadores en huelgas y otras medidas de acción directa constituyera causas de despido. Así lo declaró la Sala VI de la CNAT en autos "González Juan c/ Establecimientos Modelo Terrabusi" (26-08-90) desobligándose del plenario 93 con voto de J.C. Fernández Madrid y R. Capón Filas.
La reforma Constitucional de 1994 introdujo el texto del Art. 42 tutelando a consumidores y usuarios de bienes y servicios, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos a una información adecuada y veraz. 

Estableció asimismo la necesidad de contar con "procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos, previendo la necesaria participación de asociaciones de consumidores; y usuarios y provincias interesadas en los organismos de control.
El Art. 33 de la ley 25.250 (derogado) 

La Ley 25.250, (BO 2-6-00) conocida como "Ley Banelco" en su Art. 33  estableció: 
"En los casos que en razón de un conflicto de trabajo las partes decidieran la adopción de medidas legítimas de acción directa que involucren actividades que puedan ser consideradas servicios esenciales éstas deberán garantizar la prestación de servicios mínimos que impidan su interrupción. 
El Ministerio de Trabajo Empleo y Formación de Recursos Humanos estará facultado para disponer intimatoriamente la fijación de servicios mínimos que deben mantenerse en cada establecimiento o empresa cuando las partes hubiesen agotada la instancia tendiente al cumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior sin acuerdo en tal sentido. 

A falta de acatamiento de lo acordado previamente entre las partes o de la determinación que efectúe el Ministerio de Trabajo, éste procederá a instrumentar los procedimientos de los incisos 2 y 3 del Art. 56 de la Ley 23551.
Será de aplicación la Ley 14786 a los fines de encauzar el conflicto y propender a su resolución. 

Las facultades del Ministerio de Trabajo deberán ejercerse conforme las normas y resoluciones de la Organización Internacional del Trabajo
El Art. 24 de la ley 25877, actualmente vigente. 

De redacción similar a la normativa derogada, prevé que cuando por un conflicto de trabajo alguna de las partes decida la adopción de medidas legítimas de acción directa que involucren actividades que' puedan considerarse servicios esenciales, debe garantizar la prestación de servicios mínimos para evitar su interrupción. Considera esenciales los servicios hospitalarios, la producción y distribución de agua potable, energía eléctrica y gas y control del tráfico aéreo. También puede ser calificada excepcionalmente de esencial por una comisión independiente integrada según establezca la reglamentación y previa apertura del procedimiento de conciliación, una actividad en los siguientes casos: 

a) cuando por la duración y extensión territorial, la interrupción de la actividad o la ejecución de la medida pudiera poner en peligro la vida, la salud o la seguridad de la población. 

b) cuando se trate de un servicio público de importancia trascendental, conforme a los criterios de los organismos de control de la OIT. 
El decreto 843/2000, transitoriamente vigente hasta la reglamentación del Art. 24 de la ley 25877. 

Fue sancionado el 29-9-00 y publicado en el Boletín Oficial el 4.10.00 comenzando a regir ocho días después y encontrándose vigente.
Establece una nueva reglamentación en materia de servicios esenciales y determina tal categoría de servicios ante la derogación por el Art. 33 de al Ley 25250 del régimen anterior que establecía el Dto. 2184/90.
En sus considerandos hace referencia a la doctrina emanada del Comité de Libertad Sindical de la OIT al que debe ajustar sus facultades el Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos y transcribe la definición acuñada por el alto Organismo internacional, ya citada al comienzo del presente capítulo.
Señala que las restricciones aceptadas por la OTT consisten en la obligatoriedad de garantizar el mantenimiento de servicios mínimos, pero que dichas restricciones deben ir acompañadas de garantías compensatorias adecuadas (caso1546 Comité Libertad Sindical OIT).
En su Art. 1 el Decreto 843/00 establece que los conflictos colectivos que interrumpan total o parcialmente servicios esenciales quedan sujetos ala reglamentación que el mismo establece.
Considera servicios esenciales únicamente las actividades siguientes: 

1) Los servicios sanitarios y hospitalarios. 

2) La producción y distribución de agua potable y energía eléctrica. 
3) Los servicios telef6nicos. 

4) El control de tráfico aéreo. 

El Ministerio podrá calificar una actividad no incluida en la precedente enumeración cuando se dieren las siguientes circunstancias: 

a) la extensión y duración de la interrupción de la actividad pudiere poner en peligro la vida, la salud o la seguridad de la persona en toda o parte de la comunidad.
b) la actividad afectada constituyere un servicio público de importancia trascendental o de utilidad pública. 

Situación en países del Mercosur del criterio a seguir en los conflictos en servicios esenciales 

Uruguay: sin definición a criterio gubernamental 

Brasil:
1) Servicios sanitarios y hospitalarios, 
2) transporte, 
3) producción y distribución de agua potable, energía eléctrica, gas y otros combustibles,
4) telecomunicaciones, 

5) servicios cloacales, 
6) distribución y comercialización de alimentos y medicamentos, 

8) funerarios, 
9) guarda y uso de material radiactivo,
10) procesamiento de datos de servicios esenciales, 

11) tráfico aéreo, 
12) clearing bancario.
Paraguay: 

1) Servicios sanitarios y hospitalarios, 
2) transporte, 

3) producción y distribución de agua potable, energía eléctrica, 
4) telecomunicaciones, 
5) servicios cloacales, 

6) distribución y comercialización de medicamentos, 
7) funerarios, 

8) guarda y uso de material radiactivo, 

9) clearing bancario. 

Procedimiento a seguir en caso de conflictos en servicios esenciales
Vencido el plazo de quince días previsto en el Art.11 -1° párrafo de la Ley 14786 la parte que propusiere ejercer medidas de acción directa deberá comunicarlo a la autoridad de aplicación ya la contraparte con 48 hs. de anticipación ala efectivización de la medida.
Dentro de las 24 hs. de recibida la comunicación referida las partes deben acordar los servicios mínimos que mantendrán durante el conflicto, modalidades de su ejecución y personal asignado a su prestación.
Si no hubiese acuerdo la determinación de los aspectos antes citados será en 24 hs. por el Ministerio de Trabajo que intimará a su cumplimiento sujetándose a criterios de razonabilidad. No se podrá imponer una cobertura mayor al 50% de la prestación normal del servicio.- (Art. 3 y 4 Dto. 843/00).
Cuando las prestaciones mínimas estuvieran establecidas por Convenio Colectivo u otro tipo de acuerdos las partes dentro del plazo de 24 hs. deberá convenir las 11jlodalidades de ejecución de aquellas, personal involucrado, pautas horarias asignación de funciones y equipos. Si no se produjere el acuerdo intervendrá el Ministerio de Trabajo conforme el párrafo anterior (Art. 5).

Una vez finalizadas las medidas del conflicto la empresa u organismo deberá normalizar la actividad. Tienen asimismo el deber de informar a los usuarios las modalidades que revestirá la prestación durante el conflicto, tiempo de duración, servicios mínimos garantizados, y lo debe cumplir 24 hs. antes del inicio previsto para las medidas del conflicto.
Si se tratare de un paro nacional de actividades u otra medida, de centrales sindicales u organizaciones empresariales se aplicarán las mismas disposiciones precedentes a fin de asegurar las prestaciones mínimas.
La inobservancia por las partes de los procedimientos conciliatorios establecidos en la legislación vigente y en la presente reglamentación dará lugar a las sanciones previstas en la Ley 23.551 de asociaciones sindicales y 25.212 (BO 6-1-00) de Pacto Federal del Trabajo que considera infracciones muy graves a la violación de procedimientos conciliatorios.  

Asimismo la falta de cumplimiento del deber de trabajar de las personas obligadas dará lugar a las responsabilidades legales aplicables.
